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PANEL II 
 

 
 

EL PUEBLO DE PUERTO 

RICO 
 

Recurrido 

 
 

v. 
 
 

PEDRO RIVERA RIVERA 
          

Peticionario 

 
 
 

 
KLCE202101540 

Certiorari 
procedente del 
Tribunal de 

Primera 
Instancia, Sala 
de Aguadilla 

 
Caso Núm.  

ASC2021G0001 
ASC2021G0002 
ASC2021G0003 

 
Sobre:  

Art. 404 S.C.  
(3 casos) 
 

Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Jueza 
Grana Martínez y el Juez Adames Soto 

 
 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de junio de 2022. 

I. 

Por hechos ocurridos el 28 de abril de 2020 en el Pueblo de 

Moca, Puerto Rico, el Ministerio Público presentó Denuncias1 contra 

Pedro Rivera Rivera por violación al Art. 401 (2 cargos) y al Art. 412, 

de la Ley de Sustancias Controladas de Puerto Rico, Ley Núm. 4 de 

23 de junio de 1971, según enmendada.2 Previa determinación de 

causa para arrestar y acusar, el 11 de enero de 2021 el Ministerio 

Público presentó las correspondientes Acusaciones por los delitos 

antes mencionados.3  

El 13 de enero de 2021 se celebró el acto de lectura de 

acusación. El 16 de marzo de 2021 Rivera Rivera realizó una 

alegación preacordada de culpabilidad, por lo que solicitó, que los 

pliegos acusatorios se enmendaran para que se le imputasen tres 

violaciones al Art. 404 (a) de la Ley de Sustancias Controladas de 

 
1 Ap. págs. 1-3. 
2 24 LPRA § 2401 y § 2412. 
3 Ap. págs. 4-9.  
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Puerto Rico.4 El 1 de julio de 2021 Rivera Rivera presentó Moción 

sobre Atenuantes y Concesión de Sentencia Suspendida,5 en la que 

solicitó que se le concediese el privilegio de una sentencia 

suspendida. 

El 20 de agosto de 2021 el Tribunal de Primera Instancia dictó 

Sentencia Suspendida contra Rivera Rivera. Le impuso cinco (5) 

años en los casos ASC2021G001 al 002, a cumplirse 

concurrentemente entre sí y consecutivamente con la condena de 

dos años en el caso ASC2021G003, bajo el régimen de sentencia 

suspendida.6 Entre las Condiciones Especiales impuestas por el Foro 

primario en la Sentencia Suspendida, Rivera Rivera recibiría 

tratamiento interno en el Programa Team Challenge de Bayamón 

hasta su total rehabilitación y no podía utilizar sustancias 

controladas.7 Rivera Rivera fue referido al Programa de Comunidad 

de Bayamón del Departamento de Corrección y Rehabilitación. El 23 

de agosto de 2021 se le interpretaron las condiciones de su 

probatoria por parte de la Sra. Edna M. Berríos Varela, técnico de 

servicios sociopenales.8  

El 23 de septiembre de 2021 se le practicó una prueba 

toxicológica a Rivera Rivera, el cual tuvo un resultado positivo a 

benzodiacepinas y fentanilo. Por lo que, el 24 de septiembre de 2021, 

la Sra. Berríos Varela suscribió un Informe de violación de 

condiciones.9 Surge del Informe, que se confrontó a Rivera Rivera y 

aceptó haber consumido por “un momento de debilidad”.  

A raíz del Informe, el 4 de octubre de 2021, el Ministerio 

Público presentó Moción Solicitando Revocación de Libertad 

Condicional.10 Solicitó que se ordenara el arresto y encarcelamiento 

 
4 24 LPRA § 2404(a).  
5 Íd., págs. 10-15. 
6 Íd., págs. 16 y 17. Véase, además, Minuta, Ap. Op. Anejo I, págs. 1-2.  
7 Íd. 
8 Ap. pág. 19. 
9 Íd.  
10 Íd., pág. 20. 
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de Rivera Rivera por haber incumplido una de las condiciones 

especiales, “condición núm. 6: “No podrá utilizar ni vender 

sustancias controladas, ni frecuentar lugares donde se distribuya la 

misma”.  Acogida la Moción, el Foro primario ordenó el arresto de 

Rivera Rivera, sin derecho a fianza, luego de realizar una vista.11  

El 29 de octubre de 2021 la Sra. Berríos Varela presentó 

Informe Complementario de Violación de Condiciones.12 Expuso que, 

al día siguiente de la vista, le llegó un comunicado del Programa de 

Teen Challenge, informando que Rivera Rivera había abandonado 

las facilidades el 6 de octubre de 2021 a las 4:00pm. Agregó que 

Rivera Rivera había incurrido en violación de su libertad a prueba 

ya que había incumplido también con las siguientes condiciones:  

Condición especial #14: “Cumplirá interno en el 
Programa Teen Challenge de Bayamón”. 
 

Condición especial #22: “Cumplir con todas las 
condiciones del Tribunal”. 
 

Condición Especial #23: “Brindar al Oficial 
Probatorio Información completa y veraz.  

 

Celebrada la vista Final de Revocación de Probatoria,13 el 15 

de noviembre de 2021, notificada el 29, el Tribunal revocó la 

probatoria y sentenció a Rivera Rivera a cumplir cinco (5) años de 

reclusión a cumplirse concurrente con los casos A SC2021G0001 y 

A SC2021G0002 y consecutivamente con el caso A SC2021G0003. 

Le impuso, además, dos (2) años de cárcel a cumplirse 

consecutivamente con los casos A SC2021G001, A SC2021G002 y 

A SC2021G003. Ordenó a la Administración de Corrección abonar 

el tiempo cumplido.14 

Inconforme, el 22 de noviembre de 2021, Rivera Rivera 

presentó Moción de Reconsideración y Reclamo a Igual Protección de 

 
11 Íd., págs. 21-22. 
12 Íd., págs. 23-24. 
13 Véase Minuta de la Vista Final de Revocación de Probatoria, Ap. págs. 26-27.   
14 Ap. págs. 30-33.  
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las Leyes.15 Declarada No ha Lugar,16 el 28 de diciembre de 2021 

Rivera Rivera recurrió ante nos mediante Certiorari Criminal. 

Plantea: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al revocar la probatoria del peticionario y ordenar 
su encarcelación, sustentada en incidentes que 

no constituyen riesgo para la comunidad en 
violación al debido proceso de ley y la igual 
protección de las leyes, ya que estuvo ausente en 

la evaluación judicial el balance entre el propósito 
de lograr la rehabilitación del peticionario y la 

seguridad de la comunidad. 

 

El 10 de enero de 2022 Rivera Rivera presentó Moción 

Solicitando Autorización para Transcribir la Prueba Oral. Mediante 

Resolución de 14 de enero de 2022 autorizamos la transcripción de 

la prueba oral y establecimos los términos procesales para su 

estipulación. Mediante Resolución de 5 de abril de 2022, acogimos 

la transcripción como la estipulada. El 5 de mayo de 2022 Rivera 

Rivera presentó su Alegato Suplementario. El 6 de junio de 2022 el 

Pueblo de Puerto Rico representado por la Oficina del Procurador 

General presentó Alegato del Pueblo. Con el beneficio de los alegatos 

de las partes, la transcripción oral, el derecho y jurisprudencia 

aplicable, procedemos a resolver el recurso. 

II.  

A.  

La Regla 247.1 de Procedimiento Criminal,17 establece un 

procedimiento especial de desvío para la concesión de libertad a 

prueba, cuyo propósito es también la rehabilitación y tratamiento 

de adictos.18 Para ello, se requiere que el acusado haga una 

alegación de culpabilidad, “a instancias del Estado, para que el 

 
15 Íd., págs. 34-39. 
16 Mediante Resolución de 29 de noviembre de 2021, notificada el 30. Íd., págs. 
40-41.  
17 34 LPRA Ap. II, R. 247.1. 
18 Ford Motor v. E.L.A., 174 DPR 735, 743-744 (2008); Pueblo v. Texidor Seda, 128 

DPR 578, 584 (1991). 
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tribunal acceda a que éste se someta al programa de tratamiento 

[…] y sobreseer el caso sin pronunciamiento de culpabilidad”.19 

Mediante este trámite se suspende todo procedimiento y se 

somete a la persona acusada a un período de libertad a prueba 

durante el cual debe cumplir con todos los términos y condiciones 

que le imponga el tribunal. Si el acusado logra completar 

exitosamente su proceso de rehabilitación, este quedará exonerado, 

el caso se archivará sin ulterior consideración y el expediente del 

mismo se clasificará como confidencial.20 El contenido de dicho 

expediente solamente podrá considerarse para determinar si en el 

futuro la persona es elegible para un desvío bajo la Regla citada. 

Además, se tiene que suprimir del registro correspondiente 

cualquier referencia a dicho proceso que obre en sus antecedentes 

penales. Asimismo, el Superintendente de la Policía deberá 

devolverle toda aquella fotografía o huella digital que se le haya 

tomado durante el transcurso del proceso.21 

De lo anterior se desprende la naturaleza temporera y 

condicionada de este mecanismo de desvío, pues la suspensión del 

procedimiento y las condiciones de la libertad a prueba son 

recogidas en una resolución del foro de instancia, no en una 

sentencia condenatoria.22 Si la persona acusada cumple 

satisfactoriamente con el acuerdo de tratamiento, entonces el 

tribunal debe archivar el caso penal con impedimento para el inicio 

de un nuevo proceso. Ahora bien, si la persona acusada incumple 

con las condiciones del desvío o comete un delito grave mientras 

está en libertad a prueba, el tribunal puede revocar dicho 

beneficio sumariamente según lo dispone la Ley de Sentencias 

Suspendidas.23 

 
19 Ford Motor v. E.L.A., supra; Pueblo v. Torres Serrano, 175 DPR 447 (2009). 
20 Pueblo v. Torres Serrano, supra, pág. 453. 
21 Íd. 
22 Íd. 
23 Íd. 
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B.  

Consonó con lo anterior, la Ley de Sentencia Suspendida, 

Núm. 259 del 3 de abril de 1946, según enmendada,24 dispone de 

un sistema que confiere al convicto la oportunidad de cumplir su 

sentencia o parte de ella en libertad, mientras observe buena 

conducta y cumpla las condiciones impuestas por el tribunal 

sentenciador.25 El propósito rehabilitador de esta Ley, aspira a 

convertir al convicto de delito en un miembro útil de la sociedad.26 

Ahora bien, el beneficio de la sentencia suspendida 

constituye un privilegio, por lo que su concesión reposa 

preponderantemente en el sano ejercicio de la discreción 

judicial.27 Así lo confirmó nuestro Tribunal Supremo al señalar que: 

[t]al beneficio es un privilegio limitado que se 

concederá sólo en aquellos casos en que el 
legislador ha expresado que existe una 
justificación para evitar su encarcelación. Es por 

ello, que la concesión de dicho privilegio a un 
convicto, que cualifica prima facie, descansa en la 

sana discreción del foro sentenciador. Ahora bien, 
la discreción del juez está limitada a que el delito 
no sea uno de los expresamente excluidos y que 

se cumplan cada uno de los requisitos 
establecidos en la Ley de Sentencia Suspendida y 
Libertad a Prueba.28 

  
Al conceder este privilegio, la Ley de Sentencia Suspendida 

faculta exclusivamente al Tribunal de Primera Instancia a imponerle 

condiciones al convicto.29 De igual forma, podrá revocar una 

sentencia suspendida y ordenar su ejecución para el cumplimiento 

 
24 34 LPRA § 1026, et seq. 
25 Pueblo v. Vázquez Carrasquillo, 174 DPR 40, 46 (2008); Pueblo v. Negrón 
Caldero, 157 DPR 413 (2002); Pueblo v. Zayas Rodríguez, 147 DPR 530 (1999); 

Pueblo v. Molina Virola, 141 DPR 713 (1996); Pueblo v. Pacheco Torres, 128 DPR 

586 (1991). 
26 Pueblo v. Bonilla, 148 DPR 486 (1999); Pueblo v. Texidor Seda, supra; Pueblo v. 
Vega Vélez, 125 DPR 188 (1990); Vázquez v. Caraballo, 114 DPR 272 (1983). 
27 Pueblo v. Vázquez Carrasquillo, supra, págs. 46-47; Pueblo v. Zayas Rodríguez, 
supra; Pueblo v. Molina Virola, supra; Pueblo v. Álvarez Maurás, 100 DPR 620 

(1972); Pueblo v. Rivera, 79 DPR 880 (1957). 
28 Pueblo v. Vázquez Carrasquillo, supra, págs. 46-47. 
29 34 LPRA § 1027a; Pueblo v. Molina Virola, supra; Pueblo v. Ortega Santiago, 125 

DPR 203 (1990). 
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en cárcel, cuando un probando incumple con las condiciones 

impuestas.30  

En tal sentido, el Art. 4 de dicho estatuto31 establece:  

El tribunal sentenciador podrá en cualquier 

momento en que a su juicio la libertad a prueba 
de una persona fuere incompatible con la debida 
seguridad de la comunidad o con el propósito de 

rehabilitación del delincuente, revocar dicha 
libertad y ordenar la reclusión de la persona 

por el período de tiempo completo señalado en 
la sentencia cuya ejecución suspendió para 
ordenar la libertad a prueba, sin abonarle a 

dicha persona el período de tiempo que estuvo 
en libertad a prueba.  El tribunal sentenciador 

podrá en cualquier momento solicitar de la 
Administración de Corrección un informe 
periódico de la conducta de la persona puesta a 

prueba.    
  
Asimismo, el tribunal que hubiese resuelto 

conceder la libertad a prueba a una persona bajo 
la sec. 2404(b)(1) del Título 24, parte de la “Ley de 

Sustancias Controladas” o bajo la Regla 247.1 de 
Procedimiento Criminal, Ap. II de este título, 
podrá dejar sin efecto la libertad a prueba y 

proceder a dicha sentencia cuando el 
probando hubiere incumplido una condición 
para dicha libertad. […]  

 

En cuanto al proceso de revocación de sentencias 

suspendidas o libertad a prueba o probatoria, la norma es que si 

bien el probando no es una persona enteramente libre, una vez el 

Estado le confiere el derecho limitado a estar en libertad, no puede 

cancelarlo en violación al debido proceso de ley.32 Para revocar una 

sentencia suspendida o probatoria, el debido proceso de ley exige, al 

menos: 1) una vista preliminar para determinar si hay causa 

probable para creer que el probando ha violado las condiciones de 

su probatoria; y, 2) una vista final antes de la decisión definitiva 

sobre si la probatoria será revocada.33 

 
30 Pueblo v. Vega Vélez, supra; Pueblo v. Texidor Seda, supra. 
31 34 LPRA § 1029. [Énfasis suplido]. 
32 Álamo Romero v. Administración de Corrección, 175 DPR 314, 332-333 (2009). 
33 Véase: E. Chiesa Aponte, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados 

Unidos, Ed. Forum, 1991, Vol. I, pág. 519. Véase; también: Martínez Torres v. 

Amaro Pérez, 116 DPR 717, 725 (1985); Gagnon v. Scarpelli, 411 US 778 (1973). 
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Ahora bien, “[e]l tribunal podrá consolidar la vista sumaria 

inicial y la vista final, si la vista inicial se suspendiera a petición o 

por causas atribuibles al probando, solicitud de su abogado, o 

cuando el Ministerio Público no solicite o no logre obtener el arresto 

y encarcelamiento del probando”.34 Solo cuando el Ministerio 

Público no solicite o no logre el arresto y encarcelamiento del 

probando, “la vista final de revocación definitiva se señalará 

mediante notificación con no menos de treinta (30) días de 

antelación”.35 Con el propósito de que el probando pueda preparase 

adecuadamente para la celebración de dicha vista y estar 

representado por abogado, la Ley exige que se le notifique por escrito 

las alegadas violaciones a la probatoria.36 

Distinto a la vista inicial, en la que por su carácter informal y 

sumario solo se auscultan probabilidades,37 en la vista final, 

además de contar con garantías constitucionales mínimas, tales 

como notificación y vista, el procedimiento estatutario para la 

revocación de la libertad a prueba requiere exista motivo justificado 

y dar al convicto la oportunidad de ser oído.38 Por ello, la decisión 

del juez será por escrito y reflejará las determinaciones de hechos 

básicos, la prueba en que se basó y las razones que justifican la 

revocación.39 

 
34 Art. 4 (c) (3) de la Ley 259, 34 LPRA § 1029 (c) (3). 
35 Íd. 
36 Íd., § 1029 (c) (1). 
37 En esta vista inicial, el probando tiene derecho a conocer las alegadas 

violaciones a las condiciones de la probatoria, la oportunidad de comparecer y 

presentar evidencia a su favor; así como confrontar a los testigos adversos. 

Martínez Torres v. Amaro Pérez, supra. 
38 Martínez Torres v. Amaro Pérez, supra. En dicha vista se garantiza al probando: 

a) una notificación escrita de las alegadas violaciones a la probatoria; b) un 

examen de la prueba en su contra; c) la oportunidad de ser oído personalmente 

y presentar testigos y evidencia documental a su favor; d) el derecho a confrontar 

y contrainterrogar los testigos adversos, a menos que el juzgador examinador 

determine por razones de seguridad del informante justa causa para no permitir 
tal confrontación; e) un juzgador neutral e independiente que puede ser uno 

solo o un cuerpo pluralista, aunque no el oficial socio-penal encargado de la 

suspensión del convicto; y, f) determinaciones escritas de los hechos hallados 

probados, así como de la evidencia en que la decisión se basó, y las razones para 

revocar la probatoria. Vale destacar que nuestro ordenamiento permite la 

revocación provisional de la sentencia suspendida una vez se determina causa 
probable para el arresto o citación del probando por haber cometido un nuevo 

delito grave. 34 LPRA §§ 1027a y 1029(2). 
39 Íd. 



 
 

 
KLCE202101540    

 

9 

Esta determinación final de revocación de probatoria está 

regida por el criterio de preponderancia de la prueba.40 Este grado 

de prueba es menor que el requisito indispensable en todo juicio 

criminal de que la comisión de un delito debe ser probado “más allá 

de duda razonable”.41 Por ello, nuestro máximo foro judicial ha 

destacado que nunca ha sido su intención “equiparar la segunda 

etapa de revocación de probatoria a la de un procedimiento criminal; 

es una pesquisa limitada; el proceso debe ser lo suficientemente 

flexible como para considerar evidencia tales coma cartas, afidávit y 

otro material de ordinario inadmisible en un proceso criminal 

adversativo”.42 

III.  

 

Rivera Rivera sostiene que erró el Foro primario al revocar su 

probatoria y ordenar su encarcelación, ya que los incidentes 

ocurridos no son un riesgo para la comunidad. No tiene razón.  

La Ley de Sentencia Suspendida,43 confiere al probando la 

oportunidad de cumplir su sentencia en libertad, siempre que 

cumpla las condiciones impuestas por el foro primario. Este 

beneficio es un privilegio por lo que otorgarlo descansa en la sana 

discreción judicial. A Rivera Rivera se le concedió el privilegio de 

sentencia suspendida siempre y cuando cumpliera con ciertas 

condiciones especiales, entre ellas: estar internado en el Programa 

Team Challege de Bayamón y no consumir ninguna sustancia 

controlada. Sin embargo, el 23 de septiembre de 2021, Rivera Rivera 

dio positivo a benzodiacepina y fentanilo incumpliendo con la 

condición especial núm. 6. Posteriormente, el 6 de octubre de 2021, 

Rivera Rivera abandonó las facilidades del Programa Team Challenge 

incumpliendo la condición especial núm. 14. Al incumplir con las 

 
40 34 LPRA § 1029(c)(b). 
41 Pueblo v. Rosa Atiles, 128 DPR 603 (1991). 
42 Martínez Torres v. Amaro Pérez, supra, pág. 724. 
43 Supra. 
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condiciones impuestas por el tribunal y no brindar información 

completa y veraz a su oficial probatorio, violentó a su vez las 

condiciones especiales núm. 22 y 23.  

En consecuencia, utilizando los criterios estatuidos en la 

Regla 40 de nuestro Reglamento,44 no intervendremos con la 

determinación del Foro de Primera Instancia. Sencillamente, dicho 

Tribunal actuó correctamente al revocar el privilegio de sentencia 

suspendida. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del presente recurso de Certiorari.   

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. La Jueza Grana Martínez concurre sin voto 

explicativo. 

 
 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 
44 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  


